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JURISPRUDENCIA

Dª. Celsa Pico Lorenzo

Dª. María del Pilar Teso Gamella

D. Rafael Toledano Cantero

En Madrid, a 15 de septiembre de 2020.

Esta Sala ha visto el recurso de casación núm. 1290/2018, promovido por D.ª  Eloisa , D.  Alfredo , D.ª  Carina
y D.ª  Coral , representados por la procuradora de los Tribunales D.ª Isabel García-Bernardo Pendas, bajo la
dirección letrada de D. Domingo Villaamil Gómez de la Torre, contra la sentencia núm. 1057/2017, de 18 de
diciembre, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Asturias
(Sección Única), recaída en el procedimiento ordinario núm. 119/2017.

Comparece como parte recurrida la Administración General del Estado, representada por asistida por la
Abogacía del Estado.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Rafael Toledano Cantero.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El presente recurso de casación se interpuso por D.ª  Eloisa , D.  Alfredo , D.ª  Carina  y D.ª  Coral
contra la sentencia 1057/2017, de 18 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Asturias (Sección Única), desestimatoria del recurso núm. 119/2017 formulado frente
a la desestimación presunta por silencio administrativo del recurso de alzada instado contra la desestimación
de sus solicitudes de retribución por las funciones desarrolladas como Directores del Servicio de Registro y
Reparto de sus respectivos partidos judiciales desde la fecha de su nombramiento, como función añadida a
la de su propio destino.

SEGUNDO.- La Sala de instancia desestimó el recurso contencioso-administrativo con sustento en el siguiente
razonamiento:

"SEGUNDO.- En relación a la cuestión de fondo, alegan los recurrentes que su designación como Directores
de los Servicios Comunes de Registro y Reparto de sus respectivos partidos judiciales en distintas fechas,
por designación del Sr. Secretario Coordinador Provincial de Asturias, con carácter permanente, toda vez que
en las resoluciones de su designación se señala literalmente que "el cambio de órgano decano de un partido
judicial en que un servicio común esté dirigido por quien al día de la fecha fuera Secretario del Juzgado Decano
no implicaría cambio en la Dirección del mismo. Este cambio sólo se producirá por el cese, por cualquier
causa del secretario nombrado", y por lo que no perciben cantidad alguna, ha sido objeto de pronunciamiento
por el Juzgado Central Contencioso Administrativo nº 4 de Madrid en Procedimiento Abreviado 16/2013, en
sentencia de fecha 19 de marzo de 2014, en la que se establece que la realización de funciones permanentes
añadidas a las del destino no cabe integrarlas en los programas concretos de actuación a los que se refiere
el apartado 3 del art. 7 del Real Decreto 1130/2003, sino que las mismas deben de ser objeto de retribución
específica de carácter permanente al amparo del fundamento contenido en el art. 10 del mencionado Real
Decreto, por lo que solicitan se declare su derecho a percibir en nómina un complemento retributivo por
el desempeño de la función permanente de la dirección del Servicio Común de Registro y Reparto de sus
respectivas partidas judiciales como función añadida a la propia de su destino.

Por su parte el rechazo de la pretensión de los recurrentes por el Coordinador del Área del Secretariado
Judicial, al igual que el oficio de la Subdirectora General establecen, que no procede acceder a la pretensión
por cuanto no existe previsión normativa ni plan concreto de actuación que contemple la retribución adicional
de los citados Servicios Comunes, al no encontrarse integrados en la estructura de la nueva oficina judicial ni
realizar funciones de servicio de notificaciones y embargos. Así en el Anexo III del Real Decreto 1130/2003,
de 5 de septiembre por el que se regula el régimen retributivo del Cuerpo de Secretarios Judiciales, rubricado
Complemento específico de los miembros del Cuerpo de Secretarios Judiciales por responsabilidad y
penosidad, contempla aquel para diversos Secretarios: De Gobierno del T.S. Vicesecretario de Gobierno del
T.S. Secretario de Sala del T.S. Secretarios de la Sala de lo Penal de la A.N. Secretario de Gobierno del
T.S.J., Vicesecretario de Gobierno T.S.J. Secretario de Gobierno de la A.N. Secretario Coordinador Provincial,
Secretarios de Juzgados Centrales de Instrucción, Penal, Menores, Secretarios del resto de Juzgados
Centrales, Sectarios de Decanato que se encuentren en el supuesto del art. 166.3 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial, Secretario de servicio común de notificaciones y embargos, Secretarios Primera Instancia, Secretarios
Juzgados de Vigilancia Penitenciario y Secretarios Registro Civil Central.

Igualmente el art. 10.1 del mencionado Real Decreto rubricado "Ejercicio conjunto de otra función y sustitución"
establece que "Por el ejercicio conjunto de otra función además de las propias del cargo de que sea titular se
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devengará 50 euros mensuales a los secretarios de órganos judiciales cuyo titular sea el juez o magistrado
que ostente las funciones de decano, siempre que en la localidad hubiera al menos tres juzgados de la misma
clase y siempre que el decano no se encuentra en el supuesto de liberación total o parcial del trabajo, en el
orden jurisdiccional respectivo, a que se refiere el art. 166.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, en cuyo caso el secretario Judicial percibirá el complemento específico previsto en el anexo III".

De ello se deduce que no resulta posible acceder a la petición de los hoy actores por cuanto las cuantías
reclamadas no encuentran su acomodo en la normativa retributiva vigente para el Cuerpo Superior Jurídico
de Secretarios Judiciales ni en la que resulte aplicable en su centro de destino conforme al Real Decreto
1130/2003".

La representación procesal de los recurrentes preparó recurso de casación contra la meritada sentencia,
identificando como normas legales que se consideran infringidas el artículo 10.1 del Real Decreto 1130/2003,
al convertir -se afirma- "[...] la obligación de realizar las funciones añadidas de carácter permanente que
supone la Dirección los Servicios Comunes de Registro y Reparto de sus respectivos partidos judiciales, en
una obligación de prestarlas de forma gratuita".

La Sala de instancia tuvo por preparado el recurso de casación por auto de 5 de febrero de 2018.

TERCERO.- Preparado el recurso en la instancia y emplazadas las partes para comparecer ante esta Sala, por
auto de 16 de julio de 2018, la Sección de Admisión de esta Sala acuerda:

"Segundo.- Precisar que la cuestión en la que se entiende que existe interés casacional objetivo para la
formación de jurisprudencia consiste en determinar: Si el desempeño de la función permanente de la Dirección
del Servicio Común de Registro y Reparto de un partido judicial como función añadida a la propia del destino
del Letrado de la Administración de Justicia, debe estar retribuida.

Tercero.- Identificar como norma jurídica que en principio será objeto de interpretación el artículo 10 del Real
Decreto 1130/2003, de 5 de septiembre por el que se regula el régimen retributivo del Cuerpo de Secretarios
Judiciales".

CUARTO.- Notificada la anterior resolución a las partes personadas y dentro del plazo fijado en el art.
92.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa ["LJCA"], la
representación de D.ª  Eloisa , D.  Alfredo , D.ª  Carina  y D.ª  Coral , mediante escrito registrado el 28 de
septiembre de 2018, interpuso el recurso de casación en el que aduce que "[...] la interpretación literal del
mencionado art. 10.1 [del Real Decreto 1130/2003] [les] lleva a un resultado distinto al que llega la Sala de
instancia, y así deduc[en] de su tenor literal que por, "el ejercicio conjunto de otra función además de las propias
del cargo" se devengará una retribución" (pág. 7).

Finalmente, solicita el dictado de sentencia "por la que, estimándolo íntegramente y declarando haber lugar a
él, case y anule dicha Sentencia, fijando la interpretación de la norma sobre la que, en el auto de admisión a
trámite, se consideró necesario pronunciarse, según se ha expuesto en el cuerpo de este escrito y, con arreglo
a ello y a las restantes normas que fueran aplicables, reconozca: a) el derecho de mis representados a percibir
en nómina un complemento retributivo por el desempeño de la función permanente de la Dirección del Servicio
Común de Registro y Reparto de sus respectivos partidos judiciales como función añadida a la propia de su
destino; b) que dicho derecho retributivo tenga efectos económicos desde su nombramiento en las cuantías
y períodos referidos arriba reseñados por el aquí recurrente - que parten del desarrollo que ha hecho la propia
Administración del art. 10 del Real Decreto 1130/2003 tal y como fue interpretado por la sentencia de 17
de noviembre de 2009 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional en sucesivas
resoluciones anuales de la Dirección General de la Administración de Justicia de fijación para la retribución
de los servicios comunes atendidos por Secretarios Judiciales (sin perjuicio de las variaciones que se puedan
establecer en el futuro en cuanto a dicha cuantías)-, y ello hasta que se produzca el cese en el desempeño
efectivo de dicha función añadida, y condenando a la Administración demandada al abono de los atrasos
correspondientes".

QUINTO.- Conferido traslado de la interposición del recurso a la parte recurrida, el abogado del Estado presenta,
el día 11 de diciembre de 2018, escrito de oposición en el que la pretensión de los recurrentes no puede ser
estimada porque: (i) "[...] no existe justificación para sostener la premisa sobre la que funda la reclamación,
consistente en que las indicadas funciones de registro y reparto no pueden considerarse ajenas a las que
corresponden a los Letrados de la Administración de Justicia, en la medida que no implican el ejercicio de
funciones jurisdiccionales y coadyuvan a la organización del trabajo del personal y el buen funcionamiento de
la Administración de Justicia"; (ii) "en materia de retribuciones públicas rige un principio estricto de legalidad,
que tiene su plasmación incluso a nivel constitucional, ( artículo 133.4 de la Constitución), y que aparece
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recogido en el artículo 46 de la Ley 47/2003 General Presupuestaria". Por ello suplica a la Sala "dicte sentencia
desestimando el recurso de casación".

SEXTO.- Evacuados los trámites y de conformidad con lo previsto en el art. 92.6 de la LJCA, al considerar
innecesaria la celebración de vista pública, se declararon conclusas las actuaciones, señalándose para
votación y fallo del recurso el día 21 de julio de 2020, fecha en que tuvo lugar dicho acto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Objeto del recurso.

Se impugna en el presente recurso de casación la sentencia núm. 1057/2017, de 18 de diciembre, dictada por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Asturias (Sección Única), que
desestimó el recurso contencioso-administrativo núm. 119/2017 formulado contra la desestimación presunta
por silencio administrativo del recurso de alzada interpuesto frente a la desestimación de sus solicitudes
de retribución por las funciones desarrolladas como Directores del Servicio de Registro y Reparto de sus
respectivos partidos judiciales desde la fecha de su nombramiento, como función añadida a la de su propio
destino.

SEGUNDO- Antecedentes del litigio.

La pretensión de los recurrentes, letrados de la Administración de Justicia se basa en que han sido designados
Directores de los Servicios Comunes de Registro y Reparto de sus respectivos partidos judiciales en distintas
fechas, por el secretario coordinador provincial de Asturias, afirman que con carácter permanente, toda vez
que en las resoluciones de su designación se señala que "el cambio de órgano decano de un partido judicial
en que un servicio común esté dirigido por quien al día de la fecha fuera Secretario del Juzgado Decano no
implicaría cambio en la Dirección del mismo. Este cambio sólo se producirá por el cese, por cualquier causa
del secretario nombrado", según relata la sentencia recurrida. Solicitaron ante la Administración el abono de
un complemento retributivo por el desempeño de la función permanente de la Dirección del Servicio Común
de Registro y Reparto de sus respectivos partidos judiciales como función añadida a la propia de su destino,
con efectos económicos desde su nombramiento en las cuantías y períodos referidos en la fundamentos de
derecho (sin perjuicio de las variaciones que se puedan establecer en el futuro en cuanto a dichas cuantía),
con independencia de la aprobación o no de cualesquiera planes de actuación, y sin que los recurrentes tenga
que emitir certificaciones mensuales de clase alguna sobre el desempeño de tales funciones, y ello hasta que
se produzca el cese en el desempeño efectivo de dicha función añadida, y condenando a la Administración
demandada al abono de los atrasos correspondientes.

En su escrito de interposición del recurso de reposición reiteran su pretensión de que se declara: "[...] a) el
derecho de mis representados a percibir en nómina un complemento retributivo por el desempeño de la función
permanente de la Dirección del Servicio Común de Registro y Reparto de sus respectivos partidos judiciales
como función añadida a la propia de su destino; b) que dicho derecho retributivo tenga efectos económicos
desde su nombramiento en las cuantías y períodos referidos arriba reseñados por el aquí recurrente -que parten
del desarrollo que ha hecho la propia Administración del art. 10 del Real Decreto 1130/2003 tal y como fue
interpretado por la sentencia de 17 de noviembre de 2009 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional en sucesivas resoluciones anuales de la Dirección General de la Administración de Justicia
de fijación para la retribución de los servicios comunes atendidos por Secretarios Judiciales (sin perjuicio de
las variaciones que se puedan establecer en el futuro en cuanto a dicha cuantías)-, y ello hasta que se produzca
el cese en el desempeño efectivo de dicha función añadida, y condenando a la Administración demandada al
abono de los atrasos correspondientes". La cuantía de dicho complemento la fijan "[...] una retribución mínima
fijada en aplicación del art. 10 del Real Decreto 1130/2003: que es el complemento específico de penosidad
del Anexo III por valor de 150,28 Euros mensuales, y como límite máximo el de 411,78 euros mensuales, fijado
por la participación en planes de actuación [...]", concretándola en las cuantías de 361,58 euros mensuales y
214,33 euros mensuales, desde las respectivas fechas que indican para cada uno de los actores.

La Administración se opone alegando que (i) "[...] no existe justificación para sostener la premisa sobre la que
funda la reclamación, consistente en que las indicadas funciones de registro y reparto no pueden considerarse
ajenas a las que corresponden a los Letrados de la Administración de Justicia, en la medida que no implican
el ejercicio de funciones jurisdiccionales y coadyuvan a la organización del trabajo del personal y el buen
funcionamiento de la Administración de Justicia"; (ii) "en materia de retribuciones públicas rige un principio
estricto de legalidad, que tiene su plasmación incluso a nivel constitucional, ( artículo 133.4 de la Constitución),
y que aparece recogido en el artículo 46 de la Ley 47/2003 General Presupuestaria". Destaca la carencia de
fundamento legal en el propio planteamiento de los recurrentes que, dice, "[...] no identifican de manera precisa
la retribución correspondiente a dichas funciones, aplicado de manera analógica normas del Real Decreto
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1130/2003, previstas para el ejercicio de otras funciones [...]". Por todo ello suplica a la Sala "dicte sentencia
desestimando el recurso de casación".

TERCERO.- La cuestión de interés casacional.

El auto de 16 de julio de 2018, la Sección de Admisión de esta Sala acuerda identificar la cuestión de interés
casacional:

"Segundo.- Precisar que la cuestión en la que se entiende que existe interés casacional objetivo para la
formación de jurisprudencia consiste en determinar: Si el desempeño de la función permanente de la Dirección
del Servicio Común de Registro y Reparto de un partido judicial como función añadida a la propia del destino
del Letrado de la Administración de Justicia, debe estar retribuida.

Tercero.- Identificar como norma jurídica que en principio será objeto de interpretación el artículo 10 del Real
Decreto 1130/2003, de 5 de septiembre por el que se regula el régimen retributivo del Cuerpo de Secretarios
Judiciales".

CUARTO.- El juicio de la Sala.

La razón en que se basa la sentencia recurrida para desestimar la pretensión es que la normativa que regula los
derechos retributivos del cuerpo de funcionarios públicos de Letrados de la Administración de Justicia, en que
se integran los recurrentes, no contempla el derecho al abono de complemento retributivo por la realización de
las tareas que los mismos vienen desempeñando como la dirección del servicio común de registro y reparto
de sus respectivos partidos judiciales. Por su parte la denegación de la pretensión de los recurrentes por el
Coordinador del Área del Secretariado Judicial, expone que no procede acceder a la pretensión por cuanto
no existe previsión normativa ni plan concreto de actuación que contemple la retribución adicional de los
citados "servicios comunes", al no encontrarse integrados en la estructura de la nueva oficina judicial ni realizar
funciones de servicio de notificaciones y embargos los recurrentes. Los recurrentes, según recoge la sentencia
recurrida, han sido designados "[...]como Directores de los Servicios Comunes de Registro y Reparto de sus
respectivos partidos judiciales en distintas fechas, por designación del Sr. Secretario Coordinador Provincial de
Asturias, con carácter permanente, toda vez que en las resoluciones de su designación se señala literalmente
que el cambio de órgano decano de un partido judicial en que un servicio común esté dirigido por quien al día
de la fecha fuera Secretario del Juzgado Decano no implicaría cambio en la Dirección del mismo. Este cambio
sólo se producirá por el cese, por cualquier causa del secretario nombrado", y por esa función afirman que no
perciben cantidad alguna.

QUINTO.- El principio de legalidad en el ámbito presupuestario y de las retribuciones de los funcionarios públicos.

El art. 447 Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial establece el principio de legalidad, recogido con carácter
general en la legislación presupuestaria, en el ámbito de las retribuciones de los Letrados de la Administración
de Justicia. Dispone el 447 que las retribuciones de estos funcionarios pueden ser básicas y complementarias,
según el art. 447 LOPJ:

"1. Las retribuciones serán básicas y complementarias.

2. Los conceptos retributivos básicos serán iguales a los establecidos en la Ley para la Carrera Judicial.

3. Los conceptos retributivos complementarios serán los siguientes:

a) El complemento general de puesto, que retribuye las características generales de los mismos;

b) El complemento específico, único para cada puesto de trabajo y destinado a retribuir las condiciones
particulares de los mismos;

c) El complemento de productividad, destinado a retribuir el especial rendimiento, la actividad extraordinaria
y el interés o iniciativa con que el funcionario desempeñe su trabajo, así como su participación en los
programas concretos de actuación y en la consecución de los objetivos que se determinen por el Ministerio
de Justicia, oído el Consejo General del Poder Judicial, y negociados con las organizaciones sindicales más
representativas.

También se podrá retribuir mediante este complemento la participación de los letrados de la Administración
de Justicia en los programas o en la consecución de los objetivos que se hayan determinado por los órganos
competentes de las comunidades autónomas con competencias asumidas para las oficinas judiciales de su
territorio, siempre que exista autorización previa del Ministerio de Justicia.

A tal efecto, se establecerán los mecanismos de coordinación necesarios entre las Administraciones
competentes.
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d) Las gratificaciones, destinadas a retribuir los servicios de carácter extraordinario prestados fuera de la
jornada normal de trabajo.

e) El complemento de carrera profesional, destinado a retribuir la progresión alcanzada por la persona
funcionaria dentro del sistema de carrera horizontal [...]"

4. Además de las retribuciones señaladas anteriormente, los letrados de la Administración de Justicia podrán
percibir las siguientes retribuciones, que tienen la condición de especiales:

a) Las correspondientes a desempeño de servicios de guardia.

b) Las correspondientes a sustituciones que impliquen el desempeño conjunto de otra función, además de
aquellas de las que sea titular".

El régimen retributivo Real Decreto 1130/2003, de 5 de septiembre, por el que se regula el régimen retributivo
del Cuerpo de Secretarios Judiciales desarrolla este régimen retributivo y establece:

"Artículo 8. Retribuciones especiales.

1. Tienen la condición de retribuciones especiales:

a) Las correspondientes al desempeño de servicios de guardia.

b) Las gratificaciones por la prestación de servicios extraordinarios.

c) Las correspondientes al ejercicio conjunto de otra función y sustituciones.

2. Las retribuciones especiales serán compatibles con todos los conceptos retributivos regulados en los
artículos anteriores".

Estas retribuciones por ejercicio conjunto de otra función y sustitución se desarrollan en el art. 10 del Real
Decreto. 1130/2003, por el que se regula el régimen retributivo del Cuerpo de Secretarios Judiciales.

"Artículo 10. Ejercicio conjunto de otra función y sustitución.

1. Por el ejercicio conjunto de otra función además de las propias del cargo del que sea titular se devengará 50
euros mensuales a los secretarios de órganos judiciales cuyo titular sea el juez o magistrado que ostenta las
funciones de decano, siempre que en la localidad hubiera al menos tres juzgados de la misma clase y siempre
que el decano no se encuentre en el supuesto de liberación total o parcial del trabajo, en el orden jurisdiccional
respectivo, a que se refiere el artículo 166.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en cuyo
caso el Secretario Judicial percibirá el complemento específico previsto en el anexo III".

En el anexo III no está recogida ningún puesto de trabajo al que corresponda la función a que aluden los
recurrentes, y que realizan, según afirman, por designación del Secretario coordinador, y no como contenido
específico el de las funciones desempeñadas por los actores. El anexo III, rubricado "Complemento específico
de los miembros del Cuerpo de Secretarios Judiciales por responsabilidad y penosidad", que contempla aquel
para diversos puestos de trabajo de secretarios judiciales, hoy letrados de la Administración de Justicia:

"[...] Secretarios de Decanato que se encuentren en el supuesto del art. 166.3 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial, Secretario de servicio común de notificaciones y embargos, Secretarios Primera Instancia, Secretarios
Juzgados de Vigilancia Penitenciario y Secretarios Registro Civil Central".

Alegan los recurrentes que la sentencia ha incurrido en infracción del art. 10 del Real Decreto 1130/2003,
citado, dicen que "[...] convirtiendo la obligación de realizar las funciones añadidas de carácter permanente
[por la que reclaman] en una obligación de prestarla de forma gratuita". Mas adelante invocan precedentes
que no guardan relación con el presente ya que se refieren a una sentencia de la Audiencia Nacional sobre
desempeño de funciones de notificaciones y embargos. Por último, citan nuestra sentencia de 18 de enero de
2018 (rec. cas. núm. 874/2017).

No existe tal vulneración del art. 10 del Real Decreto 1130/2003 y menos aún de la sentencia recurrida se puede
sostener la aseveración de que obligue a prestar de forma gratuita determinados servicios. Ocurre que, como
explicamos precisamente en la sentencia que se cita, la dictada por nuestra Sala, de 18 de enero de 2018 (rec.
cas. núm. 874/2017), la jurisprudencia que inspira la misma es que "[...] desde el prisma de la igualdad, conduce
al reconocimiento del derecho del funcionario en cuestión a las retribuciones complementarias del puesto que
ejerce verdaderamente con el consentimiento de la Administración". Los recurrentes son conscientes de ellos
y admiten que aquí no hay desempeño de otro puesto de trabajo, pero que aquel criterio ayuda a resolver, sobre
la interpretación, dicen que, por analogía de la norma que entienden infringida, el ya citado art. 10 del Real
Decreto 1130/2003.
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En definitiva, lo que se suscita aquí es que se desempeñan tareas que, según los recurrentes, no corresponden
al puesto de trabajo, pero por lo que éstos sostienen, tampoco corresponderían a ningún otro puesto de trabajo.
Y si no corresponden a ningún puesto de trabajo, difícilmente puede acudirse al mecanismo de la fijación de
un complemento retributivo que, precisamente, está vinculado a determinado puesto de trabajo y tan sólo ha
lugar a su percepción cuando se desempeña ese puesto, bien porque es el que se ostenta por nombramiento
legal, bien, como ha señalado nuestra jurisprudencia, cuando lo que se produce es el ejercicio material de otro
puesto en su totalidad o en sus contenidos esenciales o sustantivos -es la identidad sustancial la relevante-.

Como quiera que aquí no hay desempeño de un puesto de trabajo distinto, ni de funciones correspondientes a
otro puesto de trabajo, la pretensión de que se abonen complementos retributivos que no están asignados al
puesto desempeñado, por analogía, carece de fundamento legal y no puede ser acogida como fundadamente
ha rechazado la sentencia de instancia, que en modo alguno afirma, ni avala que deban de prestarse servicios
de forma gratuita. Antes bien, la sentencia destaca, y los recurrentes no lo cuestionan, que el art. 10.1 del
mencionado Real Decreto, rubricado "Ejercicio conjunto de otra función y sustitución" establece que "Por el
ejercicio conjunto de otra función además de las propias del cargo de que sea titular se devengará 50 euros
mensuales a los secretarios de órganos judiciales cuyo titular sea el juez o magistrado que ostente las
funciones de decano, siempre que en la localidad hubiera al menos tres juzgados de la misma clase y siempre
que el decano no se encuentra en el supuesto de liberación total o parcial del trabajo, en el orden jurisdiccional
respectivo, a que se refiere el art. 166.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en cuyo
caso el secretario Judicial percibirá el complemento específico previsto en el anexo III".

La organización y asignación de cometidos por el secretario coordinador a los Letrados de Administración de
Justicia que presten sus servicios en un determinado partido judicial, y las resoluciones que adopte el órgano
administrativo correspondiente podrán ser objeto de impugnación si se considera que las tareas asignadas
no corresponden al puesto que se desempeña. Pero en modo alguno pueden dar lugar a la ruptura de un
principio básico del ordenamiento presupuestario como es el principio de legalidad en materia presupuestaria,
que están recogido con carácter general y para cualquier tipo de compromiso de gasto en el artículo 46 de la
Ley General Presupuestaria:

"Limitación de los compromisos de gasto.

Los créditos para gastos son limitativos. No podrán adquirirse compromisos de gasto ni adquirirse
obligaciones por cuantía superior al importe de los créditos autorizados en los estados de gastos, siendo
nulos de pleno derecho los actos administrativos y las disposiciones generales con rango inferior a ley que
incumplan esta limitación, sin perjuicio de las responsabilidades reguladas en el título VII de esta ley".

Como es natural, este principio tiene su traslación en el ámbito de las retribuciones del cuerpo de Letrados de
la Administración de Justicia, pues tal y como proclama el art 447 de la LOPJ, como manifestación de aquel
principio general del derecho de la función pública.

En conclusión, la asignación por el Secretario Coordinador de determinadas tareas que, al entender de los
recurrentes, no forman parte del puesto de trabajo concreto, según las propias alegaciones, no pueden dar lugar
a la pretensión deducida por los recurrentes, como retribución estable, sin perjuicio de las acciones que puedan
entablar contra los acuerdos de asignación de tareas que puedan considerar no corresponden al puesto de
trabajo.

SEXTO.- La doctrina de interés casacional.

Procede fijar como doctrina de interés jurisprudencial, atendidos los términos en que realmente se suscita el
debate, que la asignación por el secretario coordinador de determinadas tareas, en el caso de que no formen
parte de las que correspondan del puesto de trabajo que tienen asignados los letrados de la Administración de
Justicia recurrentes, ni sean tareas que constituyan cometidos de otro puesto de trabajo distinto, no hace nacer
el derecho a la retribución pretendida por los recurrentes de reconocimiento de un complemento retributivo
estable distinto de los asignado al puesto de trabajo que ocupan, en los términos del Real Decreto 1130/2003,
de 5 de septiembre, por el que se regula el régimen retributivo del Cuerpo de Secretarios Judiciales.

SÉPTIMO.- Respecto a las costas del recurso de casación, no apreciamos temeridad ni mala fe en ninguna
de las partes, por lo que cada parte habrá de soportar las causadas a su instancia, y las comunes por
mitad, de conformidad con lo dispuesto en el art. 93.4 LJCA. En cuanto a las de la instancia, se mantiene el
pronunciamiento contenido al respecto en la sentencia recurrida.

F A L L O
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Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido
de acuerdo con la interpretación de las normas establecidas en el fundamento sexto:

1.- No haber lugar al recurso de casación núm. 1290/2018, interpuesto por D.ª  Eloisa , D.  Alfredo , D.ª  Carina
y D.ª  Coral , representados por la procuradora de los Tribunales D.ª Isabel García-Bernardo Pendas, bajo la
dirección letrada de D. Domingo Villaamil Gómez de la Torre, contra la sentencia núm. 1057/2017, de 18 de
diciembre, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Asturias
(Sección Única), recaída en el procedimiento ordinario núm. 119/2017.

2.- Hacer el pronunciamiento sobre imposición de costas en los términos previstos en el último fundamento
jurídico de esta sentencia.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el Excmo. Sr. Magistrado Ponente D. Rafael
Toledano Cantero, lo que, como Letrada de la Administración de Justicia, certifico.
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